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ACTA No. 0054 del 20 de Agosto de 2009

ASUNTO

Procede la Judicatura a resolver la impugnación interpuesta por la señora ELIZABETH LOAIZA HERNÁNDEZ, contra la sentencia proferida el día 28 de julio de 2.009, por el Juzgado Promiscuo del Circuito de La Virginia, dentro del proceso reseñado en la referencia: 

I. LA DEMANDA 

1. Pretensiones:

Ante la aparente vulneración del derecho constitucional al DEBIDO PROCESO, pretende la accionante que se ordene al Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia “suspender los ordenamientos hechos en la sentencia” proferida el 19 de agosto de 2008, a través de la cual el Juzgado accionado declara rescindido el contrato de compraventa de derechos gerenciales que había celebrado con su hermana María Dinacela Loaiza.
II. IDENTIFICACIÓN DE LAS PARTES

1. Accionante:

Se trata de la señora ELIZABETH LOAIZA HERNÁNDEZ, mayor de edad, vecina del municipio de La Virginia, identificada con cédula de ciudadanía No. 25.036.247 expedida en Quinchía.

2. Accionado:

Se trata del Juzgado Promiscuo Municipal de la Virginia, en cabeza del doctor José Jesús Trejos Morales 

III. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela del derecho fundamental al debido proceso.

IV. ANTECEDENTES

1. Hechos Jurídicamente Relevantes:

Afirma la accionante que en el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia  se tramitó proceso ordinario de rescisión del contrato de promesa de compraventa  que había celebrado el día 04 de septiembre de 2002, con su hermana MARÍA DINACELA LOAIZA HERNÁNDEZ, a través del cual, le vendía unos derechos herenciales y respecto del cual no se había cumplido con el pago del precio estipulado.

El proceso fue iniciado por la señora MARÍA DINACELA LOAIZA HERNÁNDEZ el día 31 de enero de 2007, es decir, después de más de 4 años de la celebración de dicho contrato, por lo que la acción se encontraba prescrita en ese momento.

Que mediante sentencia proferida el 19 de agosto de 2008, fue declarada la rescisión del contrato de compraventa y se ordenó a la demandada proceder con la devolución de la suma de $6.000.000.oo como si hubiera quedado demostrada alguna causal de nulidad relativa. 
Aduce la accionante que el despacho incurrió en una vía de hecho por haberle dado trámite a un proceso viciado de nulidad por que no se aportó con la demanda la prueba de la conciliación extrajudicial ordenada por la Ley 446 de 1998 y la Ley 640 de 2001.

Señala que la actuación del despacho constituye una vía de hecho por haber dado trámite a un proceso de rescisión de contrato de compraventa de derechos herenciales a pesar de haber transcurrido más de cuatro años de celebrado el contrato, por haber omitido la obligatoriedad de la conciliación extrajudicial y por haber ordenado la rescisión del contrato, cuando la acción a tramitar era la resolutoria.

V. CONTESTACIÓN A LA DEMANDA

Avocado el conocimiento, se informó a la célula judicial accionada, quien allegó escrito en el que expresa que no ha vulnerado los derechos fundamentales de la accionante, toda vez que las partes contaron con iguales oportunidades para hacer valer sus derechos durante el trámite del proceso y que además la tutela no es el medio idóneo para “pretender retrotraer una actuación judicial para justificar la falta de interés procesal”, toda vez que la accionante en el decurso del proceso ordinario omitió contestar la demanda y tampoco recurrió el fallo.

Por su parte la señora Dinacela Loaiza Hernández, quien fuera vinculada a la actuación por auto del 13 de julio de la presente anualidad, allegó escrito (fls. 102 y s.s.) en el que expresa que no cumplió con el pago estipulado en el contrato de compraventa realizado con la accionante, porque esta actuó de mala fe en su contra. Expresó que a pesar de ser cierto que se haya presentado el fenómeno prescriptivo en el proceso ordinario, la demandada no lo alegó, por lo que no se pudo declarar tal situación, por no poder hacerse tal manifestación oficiosamente por el juez de conocimiento; señala que el juzgado accionado no incurrió en ninguna vía de hecho, que lo único que acaeció es que la señora Elizabeth Loaiza no hizo uso de su derecho a la defensa, toda vez que siempre guardó silencio.
VI. LA PROVIDENCIA IMPUGNADA 

Mediante providencia del 28 de julio de 2009 (fls. 104 y s.s.) el funcionario de primera instancia negó la protección constitucional aduciendo que en este caso no se presentó la vulneración de los derechos constitucionales de la accionante, toda vez que la decisión judicial atacada se adoptó con sujeción estricta al material probatorio allegado al proceso.

De otro lado adujo, que la accionante no puede remediar la decisión negativa proferida en el proceso de rescisión del contrato, como consecuencia de su negligencia al no contestar la demanda por medio de esta acción, toda vez que este medio de protección está concebido para proteger los derechos fundamentales y no para corregir el sentido de un fallo que por la falta de actividad de su parte, le arrojó consecuencias adversas. 
VIII. CONSIDERACIONES

1. Problema Jurídico por resolver:

El asunto bajo estudio plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

a. ¿Se configura una vía de hecho y es procedente la acción de tutela para salvaguardar el derecho al debido proceso cuándo un funcionario judicial profiere la decisión definitiva dentro de un proceso y la misma resulta adversa a los intereses de la parte demandada, que optó por no intervenir a lo largo de la actuación procesal?

En primer lugar ha de manifestarse que por regla general la acción de tutela no procede contra decisiones judiciales, sin embargo cuando con ellas, el funcionario judicial desconoce o vulnera derechos de rango constitucional, es procedente la interposición de la misma para sanear la presunta irregularidad de la providencia.

La H. Corte Constitucional, ha determinado que para que sea procedente la acción de tutela contra providencias judiciales, por ocasión de vías de hecho, deben ser comprobados los siguientes requisitos
:
(i) Que la conducta del Juez carezca de fundamento legal.

(ii) Que la acción obedezca a la voluntad subjetiva de quien desempeña la autoridad judicial.

(iii) Que tenga como consecuencia la vulneración de los derechos fundamentales, de manera grave e inminente. 

(iv) Que no exista otra vía de defensa judicial, o que, existiendo, se interponga la acción como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, o que el examen particular que realice el juez de tutela verifique que la otra vía, en cuanto a su eficacia, no es la más adecuada para la protección inmediata del derecho fundamental violado o amenazado.


En el caso bajo examen, la accionante alega la configuración de una vía de hecho como consecuencia de haberse dado trámite a un proceso ordinario de rescisión de contrato de compraventa, a pesar de estar prescrita la acción pertinente; y por haberse adelantado dicho trámite cuando el correcto era el ordinario de resolución de contrato de compraventa, proceso que culminó con decisión adversa a sus intereses.

De acuerdo al material probatorio allegado por el juzgado accionado al momento de dar respuesta a la presente acción, se puede observar que por auto del 5 de febrero de 2007 (fl. 41) el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, dispuso admitir la demanda ordinaria (Rescisión de contrato de compraventa)   presentada por la señora María Danicela Loaiza y ordenó correr traslado de la misma por el término de 10 días a la demandada, esto es a la señora Elizabeth Loaiza H, término dentro del cual, según la constancia secretarial visible a folio 50, guardó silencio; así mismo, se observa que la demandada tampoco acudió a la audiencia especial del artículo 101 del C.P.C. (fl. 53), no presentó alegatos de conclusión y a pesar de haber sido desfavorable a sus intereses la decisión que puso fin al proceso tampoco la recurrió, quedando ejecutoriada el 29 de agosto de 2008 a las 6:00 p.m. (fl. 74).

Como se anotó, se alega la configuración de una vía de hecho como consecuencia de haberle dado al proceso ordinario un trámite diferente al que debía darse y por haberse adelantado el mismo a pesar de estar prescrita la acción, hechos tildados por la actora como “irregularidades”, que sea este el momento para manifestar debió haberlas alegado la demandada dentro del proceso en que se presentaron, lo cual podía hacer desde el momento de dar respuesta a la demanda, haciendo uso por ejemplo de los medios exceptivos consagrados en la legislación procesal civil.

Y es que precisamente por haber optado por guardar silencio desde el momento de la notificación del auto admisorio del proceso ordinario, es que la señora Elizabeth Loaiza Hernández, desaprovechó la oportunidad de solicitar pruebas y de entregarle al operador jurídico elementos de juicio que en tal caso contradijeran las manifestaciones de la demandante.

Si bien es cierto, que una de las formas de hacer uso del derecho de defensa es guardar silencio, en el caso de la señora Elizabeth Loaiza, tal silencio, no se entiende como mecanismo de defensa, sino por el contrario como una negligencia o incuria de su parte, que inevitablemente le trajo como consecuencia – se itera- un fallo desfavorable a sus intereses, pues de no concebirse de esa forma, no se entendería por qué en este momento mediante el ejercicio de la acción de tutela busca que no se dé cumplimiento a la sentencia emitida por el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia, frente a la cual no hizo uso del recurso pertinente.

Y es que, otro aspecto a tener en cuenta es que a la señora Elizabeth Loaiza Hernández, le fue notificada en debida forma el auto admisorio de la demanda, con lo cual se le garantizó el ejercicio de su derecho defensa, circunstancia  diferente es que haya preferido dejar a un lado los mecanismos procesales de que estaba provista para defenderse.

De acuerdo con lo anterior, al haber existido otros medios de defensa judicial como ya se anotó (contestación de la demanda, solicitud de pruebas, proposición de excepciones, recurso de apelación del fallo), fuerza a concluir que la accionante no cumplió con uno de los requisitos generales de procedibilidad de la acción – uso de otro mecanismo de defensa judicial-, lo que de suyo conlleva a denegar la protección implorada, con en su momento lo anotó la funcionaria de primera instancia.

Y es que, una de las esenciales particularidades de esta acción, se encuentra en su carácter subsidiario, que no es otra cosa que la imposibilidad de que con esta vía se sustituyan las acciones judiciales establecidas por la ley.


Así lo ha decantado con suficiencia la jurisprudencia de la Corte Constitucional, resultando pertinente referir varios pronunciamientos sobre la materia:

“La tutela no es una figura que entorpece o duplica al sistema judicial consagrado en la Constitución y la ley, sino que está integrada como mecanismo subsidiario a las diferentes jurisdicciones. No se trata, entonces, de una vía expedita para la resolución de un conflicto o para la obtención de un determinado resultado, pues la subsidiariedad comporta el respeto a los medios de defensa judicial de carácter ordinario”
. (Negrillas para destacar).

Así mismo dijo la citada Corporación:

“Ha recalcado en su jurisprudencia esta Corporación que la acción de tutela no puede convertirse en un instrumento adicional o supletorio al cual se pueda acudir cuando se dejaron de ejercer los medios ordinarios de defensa dentro de la oportunidad legal, o cuando se ejercieron en forma extemporánea, o para tratar de obtener un pronunciamiento más rápido sin el agotamiento de las instancias ordinarias de la respectiva jurisdicción. Su naturaleza es la de ser un medio de defensa judicial subsidiario y residual que sólo opera cuando no existe otro instrumento de protección judicial, o cuando a pesar de existir, se invoca como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.


Ahora, debe precisarse que esta regla general tiene como excepción la procedencia de tutela bajos circunstancias especiales, como lo es la falta de idoneidad de la acción ordinaria o la ocurrencia de un perjuicio irremediable, caso éste último en el cual la tutela procede en forma transitoria, pero en este caso, ni uno ni otro aspecto se cumplen.

Es suficiente lo hasta aquí mencionado para confirmar en su integridad la providencia impugnada.

Corolario de lo anterior, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, en nombre del Pueblo y por autoridad de la Constitución

VIII. RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR en su integridad la sentencia impugnada.

SEGUNDO: Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

TERCERO: Remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE


Los magistrados, 

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

HERNÁN MEJÍA URIBE

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO

Secretaria

� Sentencia T-327/1994. M.P. Vladimiro Naranjo Mesa. Corte Constitucional.


� Sentencia T-504 de 1994. M.P. Dr. ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO.


� Sentencia SU-599 de 1999.
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